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I. Introducción

L a discusión sobre el sistema electoral para la Cá-
mara de Diputados suele contaminarse por una 
premisa políticamente rentable, pero jurídicamente 

insuficiente, consistente en afirmar que toda diputación 
de representación proporcional es, por definición, menos 
democrática que una de mayoría relativa.

La iniciativa de reforma electoral de 2026 y el proyecto de 
dictamen que la acompaña partieron, en buena medida, 
de esa narrativa. Su tesis señala que el problema de las 
diputaciones plurinominales radica en que las listas son 
definidas por las cúpulas partidistas, sin una intervención 
suficientemente directa de la ciudadanía; por ello, se pro-
ponía rediseñar el mecanismo de asignación, para que el 
elector incidiera de manera más visible en la integración 
de esas doscientas curules (Cámara de Diputados, 2026, 
pp. 11-12, 77-78; Presidencia de la República, 2026).

La intuición política detrás de la propuesta no es menor. 
Existe, en efecto, una percepción social de que las listas 
cerradas protegen a élites partidarias, facilitan candida-
turas de lealtad y debilitan la rendición de cuentas. El 
dictamen incluso sostiene que la reforma no elimina la 
representación proporcional, sino que busca fortalecer su 
legitimidad pública al devolverle a la ciudadanía el poder 
de elegir a sus representantes (Proyecto de Dictamen, 
2026, pp. 11-12). El punto de partida, sin embargo, es 
técnicamente discutible. Una cosa es reconocer un pro-
blema de legitimidad en la confección de las listas y otra 
muy distinta es asumir que la solución constitucional-
mente correcta consiste en alterar la función misma de 
la representación proporcional.

Sin embargo, el problema central no reside en la exis-
tencia de diputaciones plurinominales, sino en la forma 
en que los partidos construyen sus candidaturas y en los 

incentivos que el sistema ha tolerado para producir dis-
tancia entre electores y representantes. 

El remedio adecuado, por tanto, tendría que orientarse 
a democratizar la selección intrapartidista, transparen-
tar criterios de postulación y ajustar reglas de coalición 
y sobrerrepresentación, cuando ello sea necesario. La 
iniciativa, en cambio, optó por un rediseño estructural 
sobre el mecanismo compensatorio de la Cámara. Y allí 
es donde aparece el principal riesgo, en hacer más elec-
tiva la representación proporcional, desfigurando con ello 
su razón de ser.

II. La lógica constitucional
del modelo vigente

El diseño actual de la Cámara de Diputados responde a 
un modelo mixto. La Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos (CPEUM) dispone de trescientas 
diputaciones electas por mayoría relativa en distritos uni-
nominales y doscientas por representación proporcional, 
distribuidas en cinco circunscripciones plurinominales 
(CPEUM, arts. 52-54). 

Esa fórmula tiene una justificación, toda vez que busca 
conciliar dos elementos constitucionales distintos; por un 
lado, la proximidad territorial y la decisión mayoritaria 
propia de los distritos, y por otro, la inclusión del plura-
lismo político y la corrección de distorsiones que produce 
toda competencia uninominal.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha 
definido con claridad que la representación proporcional 
opera como un mecanismo para garantizar la pluralidad 
en la integración de los órganos legislativos y que sus 
bases generales deben evitar que la lógica mayoritaria 
absorba por completo a las minorías políticas (SCJN, 
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1998b; SCJN, 1998a). La clave, entonces, no es sólo 
cuántas curules de RP existen, sino para qué sirven den-
tro del sistema.

En el caso mexicano, las listas regionales han cumplido, 
pese a sus defectos, una función de compensación. Per-
miten que la votación nacional emitida tenga una tra-
ducción parlamentaria menos distorsionada que la que 
arrojaría un sistema puramente mayoritario. También 
permiten introducir perfiles, regiones, trayectorias y 
agendas que difícilmente ganarían un distrito, pero que sí 
expresan pluralidad social y política. Esto no significa que 
el sistema vigente sea intocable, significa que cualquier 
reforma debe cuidar que el componente proporcional 
conserve naturaleza correctiva y no se convierta en una 
réplica atenuada de la contienda distrital.

En este punto conviene subrayar que la representación 
proporcional no es una concesión marginal del sistema, 
sino una decisión constitucional con esencia democrática 
propia. Su objetivo es evitar que la regla del ganador 
abarque todo y colonice indebidamente la composición 
de la Cámara. 

Por eso, cuando se reforma este componente la cuestión 
fundamental no es si la ciudadanía ve más a quien resulta 
electo, sino si el nuevo diseño preserva el equilibrio entre 
gobernabilidad, pluralismo, proporcionalidad y certeza.

III. Aspectos que pretendía
modificar la iniciativa

La iniciativa y el dictamen conservaban el total de tres-
cientas diputaciones de mayoría relativa y doscientas de 
representación proporcional, así como la existencia de 
cinco circunscripciones. No obstante, pretendía modifi-
car de forma profunda la mecánica de acceso a estas 
últimas. En esencia, proponía que las doscientas diputa-
ciones de RP se integren de dos maneras: a) cien para 
candidaturas que no ganaron el distrito en el que compi-
tieron, ordenadas de manera decreciente conforme a la 
votación distrital válida emitida obtenida respecto de su 
propio partido; y b) cien por votación directa en cinco cir-
cunscripciones regionales, en donde además se integra-
rán las diputaciones electas por las personas mexicanas 
residentes en el extranjero (Cámara de Diputados, 2026, 
pp. 121-122).

El artículo 54 reformado, según el dictamen, disponía 
además que la asignación de esas doscientas diputaciones 
fuese alternada entre ambos componentes. Primero corre 
la relación de las mejores perdedoras o mejores perdedo-
res por circunscripción, y luego la correspondiente al sis-
tema de votación directa regional, sucesivamente, hasta 
agotar el número de curules que corresponda a cada 
partido según su votación nacional emitida (Proyecto de 
Dictamen, 2026, pp. 121-122). A lo anterior se suma la 
eliminación, en los artículos 52 y 53, de la referencia al 
sistema de listas regionales votadas en circunscripciones 
plurinominales tal y como hoy lo conocemos (Cámara de 
Diputados, 2026, pp. 77-78).

Normativamente se buscaba un cambio de gran calado, 
ya que no se estaba ante una simple apertura de lis-
tas, ni ante una modalidad flexible de prelación interna. 
La iniciativa se ubicaba ante la transformación de la 
representación proporcional en un mecanismo dual; la 
mitad basado en el desempeño distrital de candidaturas 
derrotadas, y la mitad basado en una votación regio-
nal directa todavía insuficientemente desarrollada a nivel 
constitucional. 

IV. Valoración técnica de la propuesta

La iniciativa identificaba correctamente un malestar ciu-
dadano respecto de las listas cerradas, pero extrajo una 
conclusión constitucional equivocada. El verdadero déficit 
no es que la RP exista, ni que use lista, el problema es 
que los partidos han administrado esas listas con baja 
deliberación interna, opacidad y, en ocasiones, criterios 
patrimonialistas. Cambiar la estructura constitucional de 
la RP para corregir un problema de democracia interna 
partidista es, en términos técnicos, una respuesta poco 
pertinente.

La segunda objeción es de carácter funcional. Al reservar 
cien curules para las candidaturas que perdieron en su 
distrito, pero obtuvieron el mejor porcentaje relativo de 
su partido, la reforma reduce el carácter compensatorio 
de la representación proporcional. Esa fórmula premia 
competitividad distrital, no subrepresentación política. 
Puede favorecer a partidos grandes con presencia terri-
torial uniforme y candidaturas competitivas en múltiples 
distritos, mientras reduce la capacidad del sistema para 
incorporar expresiones minoritarias cuya fuerza electoral 
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es real, pero dispersa o menos personalizable. En otras 
palabras, las mejores personas perdedoras son un crite-
rio de desempeño individual en la lógica mayoritaria, no 
son, por sí mismas, un criterio de proporcionalidad.

La tercera objeción es sistémica. La propuesta com-
bina en un mismo segmento constitucional dos lógicas 
de legitimación distintas: una derivada de la derrota 
competitiva en distritos uninominales y otra derivada de 
una votación directa regional. Esa hibridez puede sonar 
atractiva políticamente, pero complica innecesariamente 
la estructura electoral. El texto constitucional propuesto 
deja demasiadas preguntas abiertas para un componente 
tan sensible de la integración de la Cámara (Cámara de 
Diputados, 2026, pp. 121-122).

La cuarta objeción es constitucionalmente relevante, ya 
que el nuevo modelo incrementará la litigiosidad, no sólo 
por la complejidad de la asignación alternada, sino por 
las tensiones previsibles entre porcentaje distrital, pari-
dad de género, representación de grupos históricamente 
subrepresentados y ubicación en circunscripciones. El 
dictamen intentaba atender parte de estas preocupacio-
nes al hablar de paridad y acciones afirmativas, pero no 
resuelve de forma integral la manera en que esas exi-
gencias dialogarán con la doble vía de asignación de la 
RP (Cámara de Diputados, 2026, pp. 17-18, 121-122). 
Cuando un sistema requiere demasiadas correcciones 
posteriores para producir resultados constitucionalmente 
aceptables, el problema suele radicar en el diseño inicial.

La quinta objeción tiene que ver con el tipo de repre-
sentación que se está privilegiando. La propuesta parece 
asumir que una representación más personalizada es, 
sin más, una representación mejor; sin embargo esto 
no necesariamente es así. En una democracia constitu-
cional, la calidad de la representación no depende exclu-
sivamente de que el elector identifique a quien accede 
a la curul, también depende de que el sistema traduzca 
votos en escaños con razonable fidelidad, preserve el 
pluralismo, evite sesgos mayoritarios excesivos y ofrezca 
reglas ciertas y estables. De hecho, la experiencia 
reciente sobre asignación de diputaciones federales ha 
mostrado que el problema técnico más delicado no es la 
existencia de listas, sino la interpretación de los límites 
de sobrerrepresentación y el tratamiento de coaliciones 
(Herrera García y De la Mata Pizaña, 2025, pp. 64-71; 
TEPJF, 2024).

Pese a lo anterior, se reconocen tres méritos parcia-
les de la fallida iniciativa de reforma. Primero, evita el 
error mayor de suprimir las doscientas curules de RP, 
lo que habría empobrecido severamente el pluralismo 
de la Cámara. Segundo, intentó responder a una crítica 
social respecto de la distancia entre ciudadanía y listas 
partidarias. Tercero, pretendió abrir una discusión per-
tinente sobre la representación política de las personas 
mexicanas residentes en el extranjero. Pero esos acier-
tos no compensan el hecho de que la propuesta altera 
el corazón del sistema, sin demostrar que ello mejorará 
la proporcionalidad, reducirá la sobrerrepresentación o 
fortalecerá la certeza.

Una ruta más consistente sería la de conservar la fun-
ción compensatoria de la RP y, sobre esa base, refor-
mar el modo de construcción de las listas. El sistema 
podría explorar listas flexibles o semiabiertas, procesos 
democráticos verificables de selección partidista, reglas 
de transparencia en la integración de prelaciones, forta-
lecimiento de acciones afirmativas y una revisión más 
fina de los incentivos de coalición. Es decir, reformar la 
puerta de entrada a las listas, no desmontar la función 
constitucional que cumplen.

V. Conclusión

La iniciativa de reforma al sistema electoral presentada 
por la presidenta Sheinbaum, y que fuese desechada por 
la Cámara de Diputados, tenía un mérito político, que 
era tomar en serio el malestar ciudadano frente a las 
diputaciones plurinominales definidas cupularmente. Sin 
embargo, una valoración constitucional obliga a distinguir 
entre el problema percibido y la solución normativamente 
adecuada. La propuesta preservó la cifra de curules y 
mantuvo formalmente la representación proporcional, 
pero la reconfiguraba de un modo que debilitaba su lógica 
compensatoria, mezclando racionalidades distintas de 
asignación y abriendo un campo amplio de incertidumbre 
operativa y litigiosa.

La representación proporcional no debe ser defendida 
por inercia, pero tampoco reformada desde la intuición. 
Su función en el constitucionalismo democrático mexi-
cano es garantizar pluralidad, contener los excesos de la 
mayoría y ofrecer una traducción parlamentaria menos 
distorsionada del voto. Si el objetivo es democratizar las 
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listas, la respuesta debe dirigirse a la democracia interna 
de los partidos y a la transparencia de las nominaciones.

Si el objetivo es fortalecer la legitimidad de la Cámara, 
la tarea es mejorar la representación sin sacrificar 

proporcionalidad, certeza y equilibrio institucional. En ese 
punto, la iniciativa no me parecía persuasiva, ya que más 
que perfeccionar el sistema electoral de la Cámara de 
Diputados, corría el riesgo de volverlo conceptualmente 
más confuso y constitucionalmente menos robusto.




